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Exp. 823/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA


	EXP. 823/2019


	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTOR: **********


	AUTORIDAD DEMANDADA: PRESIDENTE DE LA JUNTA DE GOBIERNO; TITULAR DE LA DIRECCIÓN; INSPECTOR O NOTIFICADOR HABILITADO ADSCRITO A  LA DIRECCIÓN; DICHAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL ORGANISMO OPERADOR DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P. 


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.




San Luís Potosí, S. L. P., a primero de julio del dos mil veinte.

VISTO para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 823/2019/2 promovido por el C. **********contra actos emitidos por el Presidente de la Junta de Gobierno; Titular de la Dirección; Inspector o Notificador habilitado adscrito a la Dirección; dichas autoridades pertenecientes al Organismo Operador de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.
RESULTANDO

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiséis de agosto del dos mil diecinueve, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Presidente de la Junta de Gobierno; Titular de la Dirección; Inspector o Notificador habilitado adscrito a la Dirección; dichas autoridades pertenecientes al Organismo Operador de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; y a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., por los actos que a continuación se precisan:

"A).- La Determinación como crédito o adeudo a mi cargo hasta por la cantidad ********** por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad de Valles, S.L.P., con R.F.C. JAS650412LF9, cuya determinación se decretó en recibo de cobro identificado bajo el folio **********, respecto a la cuenta **********, sector **********, por el servicio de Agua, Drenaje y Saneamiento suministrado en ********** en Ciudad Valles, S.L.P…
B).- La orden de corte, limitación, restricción o suspensión de suministro de agua potable, drenaje y saneamiento decretada por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., respecto de la cuenta número **********, sector **********, por el servicio de Agua, Drenaje y Saneamiento suministrado en **********a, en Ciudad Valles, S.L.P.
C).- Se reclama la ejecución de las órdenes dictadas por las responsables en total perjuicio del suscrito.”
II.- Por auto de fecha dos septiembre de dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda, motivo por el cual se ordenó que se corriera traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por lo que respecta a la autoridad Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., que señaló como demandada el actor, el suscrito Magistrado, acordó no ha lugar a tenerla como autoridad demandada, en razón de que, de los actos impugnados por la promovente, no se advirtió que le fuera atribuido tal carácter, en razón de que no señaló alguna participación de esa autoridad en la emisión o ejecución de dichos actos.

Por otra parte, se procedió a conceder la suspensión, a efecto de que no se suspendiera, ni restringiera el servicio de agua potable, drenaje y saneamiento en el domicilio de la parte actora, por lo que deberían de mantenerse las cosas en el estado que guardaban, hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio.

III.- Por auto de fecha veintinueve de noviembre del dos mil diecinueve, se agregaron los acuses de recibo ********** que contienen respectivamente un anexo dentro de un sobre, los oficios de notificación del auto de dos de septiembre de dos mil diecinueve, los cuales fueron dirigidos, al Titular, al Presidente de la Junta de Gobierno y al Inspector Notificador; todos del Organismo Operador de Agua Potable y Alcantarillado con sede en Ciudad Valles, S.L.P., de los cuales se advirtió que no fue posible  emplazar a juicio a las citadas autoridades demandadas, toda vez, que como se señala en los referidos acuses de recibo que contienen la leyenda  “cerrado por huelga”, y en la parte posterior del citado sobre, se aprecia otra leyenda que reza “devuélvase”; y toda vez que como hecho notorio se tuvo conocimiento que las oficinas de la autoridad demandada ya se encontraban abiertas para el personal y para el público en general, después de 342 días de haberse cerrado por el inicio de la huelga, se ordenó notificar por oficio mediante correo certificado con acuse de recibo a las autoridades señaladas con anterioridad, en su domicilio oficial conocido, mismo que obra en autos; ubicado en **********.
Además, se recibió oficio firmado por ********** quien se ostentó como Director General de Seguridad Pública de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis potosí, mediante el cual realizó diversas manifestaciones; sin embargo, se advirtió que en  acuerdo dictado el dos de septiembre de este año, se determinó no tener como autoridad demandada a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, en razón de que no se advierte que le haya sido atribuido el carácter de autoridad ejecutora, conforme lo establece el ordinal 230 fracción II, inciso a)  del Código Procesal Administrativo para el Estado; por tanto, toda vez que dicha autoridad no forma parte en el presente juicio, máxime que no acreditó el carácter para comparecer al presente asunto, en razón de que omitió exhibir copia debidamente certificada de su nombramiento como lo refiere el numeral 220 del Ordenamiento Procesal en cita; se acordó que no ha lugar en tenerle por rindiendo el informe a que refiere en su oficio; y se  ordenó glosar a los autos el ocurso de cuenta.
V.- En proveído de fecha cuatro de febrero de dos mil veinte, se tuvo a la licenciada **********, quien comparece en su carácter de Apoderada Legal de la Dirección de Agua Potable Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles y en representación del Presidente de la Junta de Gobierno y del Titular del Organismo de Agua Potable señalado, así como del  Inspector adscrito al mismo Organismo operador de agua potable; por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondan.

Por otra parte, con fundamento en los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Ordenamiento Procesal en consulta y 35 fracción IV de la Ley Orgánica de este Tribunal, se tuvieron ofrecidas como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora se le admitieron las documentales consistentes en: 

· Original del estado de cuenta con número de folio **********, expedido por la Dirección de Agua Potable Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles; 
· Presuncional legal y humana y la Instrumental de actuaciones.

 A la autoridad demandada las documentales siguientes:

· Copia certificada del Instrumento Notarial **********, del tomo quinientos ochenta y cuatro del Protocolo a cargo del Notario Público 9, con ejercicio en el Distrito Judicial de Ciudad Valles, San Luis Potosí; 
· Oficio firmado por **********, Coordinadora de Control de Rezago, de veintitrés de octubre de dos mil diecinueve;
· Impresión del estado de cuenta **********, y las lecturas impresas en dicho estado de cuenta;

· Orden de Investigaciones número **********, de dos de septiembre de dos mil diecinueve;
· Presuncional legal y humana; y

· La instrumental de actuaciones.

Por último se señalaron las once horas del tres de marzo del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, y se citó para resolver.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2, 217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La personalidad de la Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio; así mismo, el interés jurídico quedó acreditado conforme al artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al acompañar a su escrito inicial de demanda el acto impugnado, consistente en el estado de cuenta número **********en el cual se le señala como destinatario, documental que obra a foja 07 del expediente en el que se actúa. 

La licenciada **********, quien compareció en su carácter de Apoderada Legal de la Dirección de Agua Potable Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, en representación del Presidente de la Junta de Gobierno y del Titular del Organismo de Agua Potable señalado, así como del  Inspector adscrito al mismo Organismo operador de agua potable; justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; acompañando copia certificada del instrumento notarial número **********, la cual se localiza en fojas de la 54 a la 58 de este expediente.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de  la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el estado de cuenta con número de folio **********, por la cantidad de $ ********** emitido por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
a).- En primer término, esta Sala Unitaria determina que en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento prevista por la fracción V del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, mismo que dicta lo siguiente:

 “ARTICULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

…”

Dicha causal de sobreseimiento, consiste únicamente en cuanto a los actos señalados como impugnados por la parte actora en su escrito inicial de demanda, identificados con los incisos B) y C), mismos que se transcriben a continuación:

“B).- La orden de corte, limitación, restricción o suspensión de suministro de agua potable, drenaje y saneamiento decretada por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., respecto de la cuenta número **********, sector **********, por el servicio de Agua, Drenaje y Saneamiento suministrado en **********a, en Ciudad Valles, S.L.P.
C).- Se reclama la ejecución de las órdenes dictadas por las responsables en total perjuicio del suscrito.”
Ello toda vez, que de la lectura del primer acto administrativo debatido, consistente en el estado de cuenta con número de folio ********** que el actor impugna en su escrito de demanda, no se desprende que del mismo exista una orden de corte, suspensión o restricción de suministro de agua potable y/o ejecución de las órdenes dictadas; aunado a que de las constancias que obran en autos, no se acreditan dichos actos vinculados a alguna modificación distinta a la entrega del estado de cuenta anteriormente referido, luego entonces esta Sala Unitaria determina decretar el sobreseimiento del presente juicio en cuanto a los actos administrativos impugnados señalados con anterioridad.

Motivo por el cual, el presente juicio se deja únicamente subsistente en cuanto al acto impugnado, señalado en el inciso A) consistente en:
"A).- La Determinación como crédito o adeudo a mi cargo hasta por la cantidad ********** por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad de Valles, S.L.P., con R.F.C. JAS650412LF9, cuya determinación se decretó en recibo de cobro identificado bajo el folio **********, respecto a la cuenta **********, sector **********, por el servicio de Agua, Drenaje y Saneamiento suministrado en ********** en Ciudad Valles, S.L.P…
Por último, se debe de hacer mención que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advierta que en la especie se actualice alguna otra además de las ya precisas, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localiza en las fojas 04 y 05 del expediente en que se actúa, el que por economía procesal se tiene aquí por reproducido. 
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término, esta Sala Unitaria estima que para una mayor comprensión de la presente resolución, se procede a resolver la misma en diversos apartados, los cuales servirán para identificar y contestar lo planteado por la parte actora, situación que se analiza de la siguiente manera:
1.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN 

I.- En el primer concepto de impugnación, la parte actora medularmente manifiesta que el acto impugnado es violatorio al artículo 16 de nuestra Carta Magna, disposición legal que consagra la garantía de legalidad que consiste en que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito por autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Que tal acto no satisface los requisitos de legalidad que para su validez exige el artículo 16 Constitucional; pues no cuenta con la suficiente motivación y fundamentación de su determinación, pues se cita en tal recibo, que se emite con consumo promedio de acuerdo a la ley de Agua del Estado en los artículos 225 y 228; sin expresar los razonamientos que la llevaron a la determinación de adeudo por promedio alguno, ni la conclusión de que el asunto en concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.

Que un acto de autoridad que afecte a un particular, constituye un acto de molestia, y que para llevarse a cabo debe satisfacer ciertos requisitos, tales como, la orden respectiva debe ser por escrito, ser emitida por autoridad competente, fundada y motivada; y el cual aplicado en la materia que nos ocupa, el recibo impugnado debe contener el nombre del afectado, domicilio, el origen de la determinación del crédito, las causas generadoras del acto de molestia, el razonamiento de adecuación a las normas adecuadas, por qué se cuenta con facultades para emitir el acto de autoridad, especificar el origen del adeudo y la forma de su determinación, la forma de aplicación y un explicación detallada de la determinación, precisando la causa de la misma y su fundamento legal.

Que el acto que se reclama constituye la determinación de un crédito, el cual contiene violaciones a sus garantías individuales.
Que dicha determinación no le fue notificada oportunamente, pues dicho crédito fue emitido el día tres de mayo de dos mil diecinueve, y se establece como fecha de vencimiento el día catorce de mayo del dos mil diecinueve, y fue entregado con fecha ocho de julio de dicho año, y en el que se decreta el corte o suspensión del suministro de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento, cuando apenas se estaba notificando un presunto adeudo por tal servicio, sin que antes se le hubiera comunicado un adeudo.

II.- En el segundo concepto de impugnación medularmente manifiesta, que el acto impugnado decreta en su perjuicio el corte o suspensión del suministro de Agua Potable Drenaje y Saneamiento en su domicilio, sin precisar la causa generadora de la molestia.

Que dicha determinación de corte o suspensión de suministro de agua potable, drenaje y saneamiento a estudio no satisface los requisitos exigidos por el artículo 16 Constitucional, en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de tal determinación, que se debió citar el precepto legal que le sirve de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a dicha conclusión.

Ahora bien, una vez precisados los conceptos de impugnación de la parte actora, y con el fin de resolver cada uno de ellos, se procede al análisis del marco teórico donde deriva el acto impugnado consistente de la prestación del servicio público de agua potable por parte de la autoridad demandada.

2.- MARCO TEÓRICO

De acuerdo con lo dispuesto en nuestro texto constitucional vigente, les corresponde a los Municipios prestar ciertos servicios públicos, de entre los cuales se encuentra el relacionado con el de agua potable, alcantarillado y saneamiento. Atribución municipal que encuentra un sustento importante en la reforma constitucional al artículo 115 de nuestra Carta Magna publicada en el Diario Oficial de la Federación el tres de febrero de mil novecientos ochenta y tres, en la que casi se cambió por completo el texto constitucional anterior.
Es decir, con esta reforma constitucional, se precisó entre otros conceptos, lo relacionado con los servicios públicos que debe proporcionar y garantizar el Municipio, manteniéndose de entre ellos, los relacionados con el agua potable, alcantarillado y tratamiento y disposición de sus aguas residuales en los términos en que a la fecha se encuentran establecidos en la Constitución, en la cual se establece en su parte conducente lo siguiente:

"Artículo 115
…

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.
Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.

…

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

…

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

…

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.
Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria." 

Por otra parte, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, resulta evidente la atribución que tienen los municipios del Estado de San Luis Potosí para prestar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales por conducto de organismos paramunicipales o intermunicipales, los cuales tendrían por objeto la prestación de servicios públicos; tal y como se señala en los artículos 105 y 141 de dicho ordenamiento legal, en los cuales se establece en su parte conducente lo siguiente:

"ARTICULO 105. Son organismos paramunicipales las entidades que tienen por objeto atender el interés general y el beneficio colectivo, a través de la prestación de servicios públicos en un municipio.

Son organismos intermunicipales las entidades que tienen por objeto la prestación de servicios públicos en dos o más municipios."

"ARTICULO 141. Los municipios organizarán y reglamentarán la administración, prestación, conservación y explotación en su caso, de los servicios públicos y funciones municipales, considerándose que tienen este carácter los siguientes:

I. Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales;

II. Alumbrado público;

III. Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

IV. Mercados y centrales de abasto;

…”
En este sentido, tratándose de la zona metropolitana de Ciudad Valles, mediante Decreto 641 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí en nueve de agosto de mil novecientos noventa y seis, se creó el organismo operador paramunicipal descentralizado de la autoridad del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., denominado Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., DAPA, el cual, de conformidad con el Decreto en cita, formaría parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio, ajustando su funcionamiento y actividades a lo establecido en las leyes, el presente Decreto y su reglamento interior.

Así, en su artículo 1° del Decreto 641 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el nueve de agosto de mil novecientos noventa y seis, se establece:

"Se crea el organismo operador paramunicipal descentralizado de la autoridad del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., denominado Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., DAPA, con personalidad jurídica y patrimonio propio, para operar, planear, programar, proyectar, presupuestar, construir, rehabilitar, ampliar, administrar, conservar y mejorar los sistemas de captación desinfección, potabilización, conducción, almacenamiento y distribución de agua potable, así como los sistemas de alcantarillado, tratamiento de aguas residuales, rehuso (Sic) de las mismas y manejo de lodos en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley de Aguas Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado y de conformidad con lo establecido en el artículo 78 de la Ley Orgánica del Municipio Libre.

El organismo operador paramunicipal que se crea mediante el presente Decreto, formara parte del Sistema Estatal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento en los términos de la ley de la materia."

Ahora bien, dicho Organismo Operador (DAPA), de conformidad con lo previsto en el artículo décimo primero de su Decreto de creación, el cobro de las cuotas y tarifas por servicio, lo llevará a cabo y por disposición expresa de su decreto, en los términos de la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Estado; disposición que se transcribe a continuación:

"ARTICULO DECIMO PRIMERO. El cobro de cuotas y tarifas por servicio y el rehuso (Sic) de las aguas residuales tratadas los llevará a cabo este organismo operador DAPA, en los términos de la Ley de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento en el Estado; de igual forma las multas derivadas de la prevención de la contaminación por la legislación ambiental aplicable."

En complemento a lo anterior, en los artículos 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí
, se contempla que los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos tratándose de los servicios de agua potable; los cuales consisten en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que presten.

Al respecto, es dable precisar que dichos cobros tendrían el carácter de contribuciones en su especie de Derechos; los cuales se encuentran definidos por el propio Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí en su artículo 7 como aquellas contribuciones establecidas en la Ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público; tal y como se advierte de lo siguiente:
"ARTICULO 7°.- Para efectos de las disposiciones fiscales estatales se entiende por:

I. Contribuciones: los impuestos, los derechos y las contribuciones de mejoras. Se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y para tal efecto se entenderá por:

…

b). Derechos: las contribuciones establecidas en la ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del Estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público, y

…”

Cabe mencionarse que en diversos precedentes jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, se han pronunciado en torno a este tema, en el sentido de referirse a que dichas contraprestaciones constituyen contribuciones en su especie de derechos, tal y como se ilustra en la siguiente tesis jurisprudencial:
"SISTEMA OPERADOR DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL MUNICIPIO DE PUEBLA (SOAPAP). LOS INGRESOS QUE PERCIBE POR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO CONSTITUYEN CONTRIBUCIONES EN SU MODALIDAD DE DERECHOS. El artículo 167 del Código Fiscal y Presupuestario para el Municipio de Puebla, define a los derechos como las contribuciones establecidas en la ley, entre otros, por recibir servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se presten por organismos descentralizados. Por su parte, el artículo 239 del referido código establece que los derechos o conceptos de ingreso de cualquier naturaleza, que se establezcan por los servicios prestados por el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, se regularán de acuerdo con las disposiciones de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, se pagarán conforme a las cuotas, tasas y tarifas que establezca la Ley de Ingresos del Municipio, o las que se determinen conforme a las autorizaciones que apruebe el Congreso. Siendo así, es inconcuso que los ingresos que percibe el Sistema Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Puebla, por la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable y saneamiento, constituyen contribuciones en su modalidad de derechos, por lo que en modo alguno pueden ser considerados como productos, dado que las cantidades que percibe por tales servicios que presta, son en su función de derecho público y no privado. Sin que obste a ello que mediante decreto legislativo de fecha dos de agosto de mil novecientos noventa y seis, el Congreso del Estado haya facultado al propio organismo operador para aprobar las cuotas, tasas y tarifas aplicables a la prestación de los servicios a su cargo, pues tal aspecto no desnaturaliza el concepto de derechos que la propia ley atribuye a los ingresos que percibe por los servicios públicos que proporciona, pues los mismos siguen revistiendo el carácter de una contraprestación por los servicios prestados por el Municipio en sus funciones de derecho público, incluso cuando se prestan por organismos descentralizados, carácter que tiene el organismo operador; máxime cuando fue el propio legislador quien en los artículos 96 A, 96 B y 96 C, de la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de Puebla, estableció el procedimiento a seguir para la determinación de esas cuotas, tasas y tarifas, sin quedar a la voluntad del organismo operador su cálculo, lo que, incluso, implica que se respete el principio de legalidad tributaria. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXVII, Abril de 2008; Página: 2195, Tesis: VI.1o.A. J/44 Jurisprudencia.

Así, una vez precisado que el servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento constituye un servicio público municipal, susceptible de ser prestado por organismos paramunicipales -o intermunicipales- y que las contraprestaciones por este servicio mediante el cobro de cuotas; constituyen el pago de una contribución en la especie de derechos; resulta necesario considerar algunas disposiciones contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de los Servicios Públicos de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P. –vigente
-; en atención a que en dichos ordenamientos legales se regula la prestación y cobro de dichos servicios en lo particular.

Al respecto, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente:

"ARTICULO 3o. Para efectos de la presente Ley se entiende por:

…

XVIII. Cuota: Contraprestación que se debe pagar por el uso de un bien o servicio.

XXV. Organismo operador: el organismo público descentralizado de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto general será la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, pudiendo ser:

a)
Paramunicipal: el establecido en un municipio en el que presta los servicios públicos.

b)
Intermunicipal: el establecido en un área geográfica determinada, de dos o más municipios, en los que presta los servicios públicos;

XXXV.
Servicios públicos: los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

XXXVI.
Tarifa: el conjunto de valores unitarios que sirve de base para determinar las cuotas, que deben pagar los usuarios como contraprestación por los servicios públicos proporcionados;

…”

"ARTICULO 4o. Son autoridades para la aplicación de esta Ley, en el ámbito de sus respectivas competencias:

I.
El Titular del Poder Ejecutivo del Estado;

II.
La Comisión;

III.
Los ayuntamientos, y

IV.
Los organismos operadores descentralizados."

"ARTICULO 88. Los organismos operadores se crearán mediante decreto expedido por el Congreso del Estado, previo acuerdo de cabildo del municipio correspondiente, y de conformidad con la legislación aplicable, como organismos descentralizados de la administración pública municipal, con personalidad jurídica y patrimonio propios.

En el decreto de creación de los organismos señalados, se deberá establecer el área geográfica en la que prestarán los servicios públicos."

De las disposiciones legales transcritas, se puede advertir, la correlación que guarda este ordenamiento legal, respecto a las disposiciones legales contenidas en los demás textos considerados con anterioridad y precedentes jurisdiccionales citados, resaltando de manera particular el carácter que se le atribuye a los Organismos Operadores Descentralizados, en la especie, el Organismo Paramunicipal denominado DAPA, como autoridad para la aplicación de Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí el cual fue creado mediante Decreto 641 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el nueve de agosto de mil novecientos noventa y seis -como lo prevé el artículo 88 de la primera ley en cita-; de tal suerte que sus actos y resoluciones tendrían el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública y respecto de los cuales, los usuarios podrán interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos, tal y como se dispone en la fracción III, del artículo 188 de dicha Ley, en los términos siguientes:
"ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios:

…

III. Interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable, contra resoluciones y actos de los prestadores de los servicios, cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos;

…”

Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; es obligación de los propietarios o poseedores por cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad, contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.

Por su parte, de conformidad con el ordinal 143, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es obligación de los Organismos prestadores –como en el caso es la demandada- la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo.
Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el diverso 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no hubieren o no se hubieren instalado medidores, los pagos serán determinados por las cuotas y tarifas fijas establecidas de conformidad con lo previsto en el numeral 9 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de servicios públicos de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual del consumo registrado en los últimos tres meses. 
En relación con lo expuesto, cabe señalar que en el artículo 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, se establece el procedimiento que el personal autorizado de dicho Organismo debe realizar para la toma de lectura y determinar el consumo de agua. Precepto legal que establece textualmente lo siguiente:

"ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito." 

En complemento a lo anterior, conviene allegarnos del contenido de los ordinales 183, primer párrafo, y 188, fracción VIII, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; 7, 13, 14, 16, 20 y 21, de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de los Servicios Públicos de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P. –vigente-, que establecen textualmente lo siguiente:

Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí
“ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.

…

ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios:
…

VIII. Conocer con debida anticipación el régimen tarifario y recibir oportunamente los recibos correspondientes, así como reclamar errores en los mismos;

…”

(Énfasis añadido)

Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de los Servicios Públicos de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.
“ARTICULO 7.- El volumen del agua potable que consumen los usuarios, será medido mediante la instalación de aparatos micro medidores en el predio.
…

ARTÍCULO 13.- Los derechos derivados de los servicios de agua potable, drenaje y saneamiento de aguas residuales se causarán en forma mensual, conforme a las siguientes normas y cuotas:

I.- El suministro de agua potable se cobrará en base a una cuota fija por el consumo básico de 0 hasta 10 metros cúbicos mensuales de acuerdo a las siguientes cuotas:
CUOTA FIJA PARA EL SERVICIO DE AGUA POTABLE
	DOMESTICA
	COMERCIAL
	INDUSTRIAL
	PUBLICA

	55.78
	101.88
	141.00
	57.12


II.- Quienes excedan del consumo de los diez metros cúbicos pagarán además de la cuota fija por cada metro cúbico adicional, la cuota que se presenta en la siguiente tabla:
	RANGO
(metros cúbicos)
	DOMESTICA
	COMERCIAL
	INDUSTRIAL
	PUBLICA

	11-20
	636
	10.97
	15.19
	6.94

	21-30
	6.85
	11.90
	16.42
	7.72

	31-40
	7.43
	12.83
	17.73
	8.30

	41-50
	8.00
	13.84
	19.15
	8.88

	51-60
	8.66
	14.96
	20.69
	9.56

	61-80
	9.34
	16.14
	22.34
	10.24

	81-100
	10.09
	17.53
	24.13
	10.97

	101 O MAS
	10.88
	18.85
	26.05
	11.68


III.- La tarifa doméstica comprende los giros de usuarios clasificados por el Organismo como: Popular, Interés Social, Urbano Medio y Residencial.
ARTÍCULO 14.- Para cubrir los gastos que generan la operación y mantenimiento de la red de drenaje sanitario y la infraestructura complementaria utilizada para la recepción, desalojo y conducción de las aguas residuales que generan los usuarios, se cobrará como servicio de Drenaje el 30% sobre el importe facturado por concepto de agua potable, cantidad que se incluirá en el recibo de pago.
…

ARTÍCULO 16.- Se aplicará un cobro de recargos cuando el usuario pague su recibo en forma extemporánea, esto es, después del día fijado en el recibo de facturación de su consumo como el límite para el pago, aplicando un 6 % mensual sobre el volumen facturado.
…

ARTÍCULO 20.- Por concepto de saneamiento se cobra el 15% sobre el valor del monto facturado por consumo mensual de agua potable. Esto aplica para el usuario que descargue exclusivamente la calidad de agua residual contratada.

El porcentaje se aplica para usuarios que descarguen sus aguas. residuales, conforme a los parámetros máximos, establecidos por la normatividad correspondiente, en casos en que el Organismo autorice condiciones particulares de descargas con parámetros fisicoquímicos superiores a las establecidas, se aplicarán cuotas especiales que permitan absorber los gastos adiciones que genere su tratamiento.
ARTÍCULO 21.- En virtud de que el Organismo Operador proporciona los servicios de suministro de agua para uso Doméstico, conducción, tratamiento, alejamiento y descarga de aguas residuales, en el cobro de dicho servicio, se aplicará la tasa del 0% a que hace referencia el art. 2-A fracción segunda, inciso h), de la Ley del IVA y los demás servicios que preste el Organismo Operador causarán el impuesto al Valor Agregado, a la cuota o tarifa del 16%; dicho importe se incluirá desglosado en el recibo correspondiente.
Del primer dispositivo legal trasunto se advierte que toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de esa Ley de Aguas, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente. 

Asimismo, el segundo ordinal transcrito señala, entre otros, como derechos de los usuarios conocer con debida anticipación el régimen tarifario y recibir oportunamente los recibos correspondientes, así como reclamar errores en los mismos.

Cabe reiterarse que, en la especie, dado que el recibo de pago impugnado fue emitido por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el cual es un organismo paramunicipal, se desprende que la actora –hoy usuaria- está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de los Servicios Públicos de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P..
En tal virtud, de los artículos transcritos de la Ley de Cuotas referidas en el párrafo anterior se advierte lo siguiente:

· La base para conocer las cuotas y tarifas que pagara un usuario, es el volumen del agua potable que consumen los usuarios, será medido mediante la instalación de aparatos micro medidores en el predio.

· Los derechos derivados de los servicios de agua potable, drenaje y saneamiento de aguas residuales se causarán en forma mensual, conforme a las siguientes normas y cuotas:

· El suministro de agua potable se cobrará en base a una cuota fija por el consumo básico de 0 hasta 10 metros cúbicos mensuales de acuerdo a las siguientes cuotas: 55.78 para domestica; 101.88 para comercial; 141 para industrial; y 57.12 para pública. Asimismo, se precisa que las tarifas domésticas comprende los giros de usuarios clasificados por el Organismo como: Popular, Interés Social, Urbano Medio y Residencial.

· En caso de excederse del consumo de los diez metros cúbicos, los usuarios pagarán además de la cuota fija, por cada metro cúbico adicional, la cuota que se presenta en la siguiente tabla:

	RANGO
(metros cúbicos)
	DOMESTICA
	COMERCIAL
	INDUSTRIAL
	PUBLICA

	11-20
	636
	10.97
	15.19
	6.94

	21-30
	6.85
	11.90
	16.42
	7.72

	31-40
	7.43
	12.83
	17.73
	8.30

	41-50
	8.00
	13.84
	19.15
	8.88

	51-60
	8.66
	14.96
	20.69
	9.56

	61-80
	9.34
	16.14
	22.34
	10.24

	81-100
	10.09
	17.53
	24.13
	10.97

	101 O MAS
	10.88
	18.85
	26.05
	11.68


· Para cubrir los gastos que generan la operación y mantenimiento de la red de drenaje sanitario y la infraestructura complementaria utilizada para la recepción, desalojo y conducción de las aguas residuales que generan los usuarios, se cobrará como servicio de Drenaje el 30% sobre el importe facturado por concepto de agua potable, cantidad que se incluirá en el recibo de pago.
·  Se aplicará un cobro de recargos cuando el usuario pague su recibo en forma extemporánea, esto es, después del día fijado en el recibo de facturación de su consumo como el límite para el pago, aplicando un 6 % mensual sobre el volumen facturado.
· Por concepto de saneamiento se cobra el 15% sobre el valor del monto facturado por consumo mensual de agua potable. 

· En virtud de que el Organismo Operador proporciona los servicios de suministro de agua para uso Doméstico, conducción, tratamiento, alejamiento y descarga de aguas residuales, en el cobro de dicho servicio, se aplicará la tasa del 0% a que hace referencia el art. 2-A fracción segunda, inciso h), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y los demás servicios que preste el Organismo Operador causarán el impuesto al Valor Agregado, a la cuota o tarifa del 16%; dicho importe se incluirá desglosado en el recibo correspondiente.
Así, del análisis armónico realizado a los anteriores dispositivos legales, se desprende que si el usuario tiene que pagar mensualmente servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de los Servicios Públicos de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; las cuales indican que esos conceptos de pago tienen como base el volumen del agua potable que consumen los usuarios, así como se advierte que se señala que algunos se verán reflejados en el recibo correspondiente, o que incluso, se aplicará un cobro de recargos cuando el usuario pague su recibo en forma extemporánea, esto es, después del día fijado en el recibo de facturación de su consumo como el límite para el pago, aplicando un 6 % mensual sobre el volumen facturado.
Por lo tanto, a consideración del suscrito Magistrado, el recibo de pago que expida el Organismo Operador, es para efectos de determinar el monto de la contraprestación por los servicios de agua potable, alcantarilladlo y saneamiento en ese mes, a partir de la lectura que haya tomado personal autorizado de dicho Organismo; lo que se refuerza si se toma en consideración que es un derecho del usuario el recibirlo de manera oportuna.

Con base en las disposiciones legales analizadas y razonamientos expuestos con anterioridad; ésta Sala Unitaria estima para efectos de resolver la presente controversia; entre otras, las siguientes consideraciones:

1.-
La Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P. (DAPA) fue creado mediante Decreto Legislativo para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento en el municipio de Ciudad Valles, S.L.P.; con el carácter de autoridad pública, personalidad jurídica y patrimonio propio y debe ajustar su funcionamiento y actividades a lo establecido en la Ley de Agua Potable, de acuerdo con lo establecido en los artículos 1o, del Decreto 641 publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el nueve de agosto de mil novecientos noventa y seis, y 4, fracción IV de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

2.-
Las contraprestaciones que deben cubrir los usuarios por este servicio mediante el cobro de cuotas y tarifas; constituyen el pago de una contribución en la especie de derechos, de conformidad con lo previsto en los artículos 7, del Código Fiscal del Estado y 56, de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí.

3.-
Los usuarios están obligados al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente, a partir de la lectura que personal autorizado de dicho Organismo tome de los medidores que previamente haya instalado, con las salvedades y tratamientos especiales previstos en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Ley de Cuotas y Tarifas aplicables.

4.-
El recibo de pago que expida el Organismo Operador, a los usuarios del servicio, previa suscripción del contrato respectivo en los términos de lo establecido en el artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, es para efectos de determinar el monto de la contraprestación por los servicios de agua potable, alcantarilladlo y saneamiento, a partir de la lectura que haya tomado personal autorizado de dicho Organismo, el cual deberá de contar con aquellos datos indispensables que permitan identificar con claridad y precisión los conceptos a pagar vinculados al servicio prestado; toda vez que por tratarse de un acto de autoridad debe estar fundado y motivado como una exigencia de legalidad.

En efecto, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.
Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerzan lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

El Pleno de este Alto Tribunal en la controversia constitucional 4/2005, resuelta por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio A. Valls Hernández,

Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y presidente Mariano Azuela Güitrón. Fue ponente en este asunto el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz. Ausente el señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, por estar cumpliendo con una comisión de carácter oficial.”

5.- Los usuarios del servicio pueden interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable, contra resoluciones y actos del Organismo Paramunicipal, cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos, de acuerdo con lo establecido en el artículo, 188, fracción III de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

3.- ANALISIS DEL ACTO IMPUGNADO

Ahora bien, y bajo dicho entendimiento, se procede a la digitalización del acto impugnado, consistente en el estado de cuenta con número de folio **********emitido por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., respecto de la cuenta **********por la cantidad total de $ **********:**********

[image: image1.emf]
Del acto impugnado, se desprenden los siguientes datos: 

a) Se encuentra a nombre de **********. 

b) Es respecto del inmueble ubicado en **********c)**********Sin número de medidor********** 
d) Tiene número de cuenta **********
e) Es el estado de cuenta con número de folio  **********
f) Cuenta con catorce meses de atraso.
g) Señala como fecha de emisión el tres de mayo de dos mil diecinueve.

h) Señala como fecha de pago antes del catorce de mayo del dos mil diecinueve.

i) Menciona el consumo anterior, la lectura anterior 0, la lectura actual 0, señalando el consumo del periodo consistente en 8 m3.
j) El periodo de lectura corresponde del veintiséis de marzo del dos mil diecinueve al veinticuatro de abril del dos mil diecinueve.
k) Los conceptos de pago, son los consistentes en “AGUA”, “DRENAJE”, “SANEAMIENTO”, “REDONDEO APLICADO”, “RECARGOS” y “REZAGO SERV PROP.”; cuya sumatoria dan un total a pagar.
4.- LEGALIDAD O ILEGALIDAD DEL ACTO IMPUGNADO –en base a los agravios formulados por la impetrante-.

Establecido lo anterior, por cuestión de método, se procede a la resolución de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en un orden diverso al que fueron planteados.

A.- Primeramente el suscrito Magistrado se enfoca en el primer concepto de impugnación hecho valer por la impetrante en su escrito inicial de demanda –mismo que fue sintetizado al inicio de este Considerando-, donde la accionante argumentó que el acto que se reclama constituye la determinación de un crédito, el cual contiene violaciones a sus garantías individuales.

Analizando la causa de pedir
 del concepto en estudio, este Juzgador advierte que lo que pretende la impetrante es que se declare ilegal el acto impugnado pues en él se realiza la determinación y/o inicio del procedimiento administrativo de ejecución, sin cumplir con los requisitos marcados en las disposiciones legales.

A juicio del suscrito Magistrado, el agravio en estudio es inoperante; por las siguientes consideraciones legales.

Lo anterior se debe a que si bien en el recibo de pago impugnado se señala una cantidad total a pagar, lo cierto es que -tal y como se desprende del apartado denominado “ANÁLISIS DEL ACTO IMPUGNADO”- ese concepto es la sumatoria de diversas contraprestaciones a pagar, a saber: “AGUA”, “DRENAJE”, “SANEAMIENTO”, “REDONDEO APLICADO”, “RECARGOS” y “REZAGO SERV PROP.”; de ahí la calificativa que recibe dicho agravio.

En efecto, de inicio conviene allegarnos del contenido de los artículos 178 y 179 de la Ley de Aguas del Estado, mismos que textualmente señalan lo siguiente:

“ARTICULO 178. Los adeudos a cargo de los usuarios y en favor de los organismos operadores municipales, intermunicipales o, en su defecto, de la Comisión, derivados del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales, en los términos y para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.

ARTICULO 179. Los prestadores de los servicios a excepción de los concesionarios, exigirán el pago de los créditos fiscales que determinen a cargo de los usuarios, que no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en el Código Fiscal del Estado. 

Los prestadores de los servicios públicos a que se refiere el párrafo anterior, podrán autorizar el pago diferido o en parcialidades de los créditos fiscales a cargo de los usuarios, en los términos que al efecto establece el propio Código Fiscal del Estado, siempre y cuando el plazo no exceda de doce meses.
De los preceptos legales invocados, se desprende que los adeudos a cargo de los usuarios que se deriven del cobro de cuotas y tarifas por la prestación de los servicios públicos, tendrán el carácter de créditos fiscales para los efectos que se precisan en el Código Fiscal del Estado.
Créditos fiscales –adeudos- que una vez que hayan sido determinados por el organismo operador y no hubieran sido cubiertos o garantizados por el usuario dentro del plazo previsto en dichas disposiciones legales, contados a partir de su notificación, será exigible su pago mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución.
Ahora bien, es necesario señalar que en lo que respecta a los conceptos de “AGUA”, “DRENAJE”, “SANEAMIENTO” y “REDONDEO APLICADO”, contenidos en el recibo impugnado; el argumento de la actora se sustenta en una premisa errónea, pues contrario a lo que precisa, en el recibo de pago impugnado –al menos en lo que respecta a los anteriores conceptos- no se le está determinando aún un crédito fiscal ni tampoco constituye el inicio del procedimiento administrativo de ejecución.

Como se ha señalado anteriormente, de conformidad con los dispositivos legales ya analizados, el recibo de pago es únicamente el medio para efectos de determinar el monto de la contraprestación por los servicios de agua potable, alcantarilladlo y saneamiento –y aquellos relacionados-, a partir de la lectura que haya tomado personal autorizado de dicho Organismo, el cual deberá de contar con aquellos datos indispensables que permitan identificar con claridad y precisión los conceptos a pagar vinculados al servicio prestado; por lo tanto, dicha actuación no corresponde a la determinación de un crédito fiscal por parte del Organismo demandado; sino en todo caso, será hasta que determine los adeudos, en una actuación diversa, cuando pudiera entenderse que efectivamente la autoridad está realizando la determinación de un débito fiscal.

En ese sentido, es la determinación propia del crédito, el cual se torna ejecutable, es decir, exigible por las autoridades a través del procedimiento económico coactivo, únicamente cuando no hubieren sido cubiertos o garantizados esos créditos, dentro de los plazos señalados por la Ley. 
Pues una vez nacida la obligación, el Estado no la puede cobrar de inmediato ya que es necesario que se actualicen diversa hipótesis; de ahí que resulte oportuno distinguir el nacimiento de la obligación, el de la determinación del crédito contributivo y el de su exigibilidad, enfocando el presente estudio en éstas dos últimas etapas. 
A consideración del suscrito Magistrado, en este momento, a través del acto impugnado estamos únicamente en presencia del nacimiento de obligación de pago por parte de los usuarios, y no así en las otras dos etapas.

En efecto, pasa desapercibido la accionante que, la determinación y el cobro coactivo de un crédito fiscal, ocurren en momentos distintos y suponen facultades diferentes, pues el crédito fiscal se compone de tres fases o etapas, siendo estas:

1. Nacimiento, 

2. Liquidación y, 

3. Exigibilidad
Para el estudio que se realizará a continuación, conviene tener presente que de conformidad con las disposiciones legales analizadas en el apartado de “Marco Teórico” de este Considerando, en los artículos 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí, se contempla que los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos tratándose de los servicios de agua potable; los cuales consisten en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que presten; y que dichos cobros tendrían el carácter de contribuciones en su especie de Derechos; los cuales se encuentran definidos por el propio Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí en su artículo 7 como aquellas contribuciones establecidas en la Ley, por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del estado o municipios, así como por los servicios que prestan éstos, en sus funciones de derecho público.

En virtud de la propia naturaleza de esas contraprestaciones, las cuales se consideran contribuciones; a efecto de dilucidar lo argumentado por la impetrante, se analiza analógicamente en relación con los impuestos –al ser otro tipo de contribuciones contenidas en el ordinal 7°, del Código Fiscal del Estado- pues esta figura, además de que ha sido motivo de mayor estudio por diversos doctrinarios y órganos jurisdiccionales, también tienen como medio de cobro coactivo último, el procedimiento administrativo de ejecución.

Ciertamente, la relación tributaria tiene diversas etapas que la Legislación y la doctrina definen con claridad, etapas que van del nacimiento del crédito fiscal a su determinación en cantidad liquida (determinación o liquidación) y finalmente su exigibilidad, siendo notoriamente antijurídico confundir, en el caso concreto, estas dos últimas etapas, a las cuales como se adelantó, nos referimos en lo particular.
Cabe precisar que por disposición expresa de los artículos 6° del Código Fiscal de la Federación y 8° en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
, en el sistema tributario mexicano, rige el principio de autodeterminación, es decir, en primer término, corresponde al contribuyente autodeterminar las obligación fiscales que deberá enterar al Fisco Federal, y en caso de no hacerlo o enterarlo incorrectamente, la autoridad fiscalizadora estará facultada para determinarlo, con lo que se observa claramente que la determinación en cantidad liquida, es decir, la cuantificación del adeudo realizada por la autoridad, es un acto posterior al nacimiento de la obligación tributaria y derivado de la actitud omisiva del contribuyente, respecto de sus responsabilidades. 

Al respecto, Sergio F. de la Garza, sostiene como concepto de liquidación el siguiente:

“La liquidación del impuesto, en sentido amplio consiste precisamente en el acto o la seria de actos, necesarios para la comprobación y la valoración de los diversos elementos constitutivos, de la deuda impositiva, (presupuesto material y personal, base imponible) con la consiguiente aplicación del tipo de gravamen, y la concreta determinación cuantitativa de la deuda del contribuyente” 
 

Ahora bien, una vez determinada en cantidad liquida la obligación contributiva o tributaria, es decir, que se haya precisado su monto, queda conformado el crédito fiscal, cuya definición se encuentra establecida en el artículo 4° del Código Tributario Federal al señalar que: “Son créditos fiscales los que tenga derecho a percibir el Estado o sus organismos descentralizados que provengan de contribuciones, de sus accesorios o de aprovechamientos…”, y en materia estatal, en el ordinal 18, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establece que “Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario.” y cumplida esta etapa el débito deberá pagarse por el contribuyente dentro de los plazos establecidos por la Ley fiscal correspondiente; trascurrido dicho plazo, éste será exigible por las autoridades fiscales, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en los artículos 145 del Código Fiscal de la Federación y 79, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
. 
En relación con la exigibilidad, el propio Sergio F. de la Garza define dicha etapa como el momento en el que “el ente público –titular del crédito tributario-, esté legalmente facultado para compeler al deudor del tributo al pago de la prestación”
. 
Antes de continuar, en relación con la doctrina que se ha utilizado como sustento en este fallo, debe atenderse a que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya ha establecido lo siguiente:

Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XIII, mayo de 2001; Tesis: 2a. LXIII/2001; Página: 448

"DOCTRINA. PUEDE ACUDIRSE A ELLA COMO ELEMENTO DE ANÁLISIS Y APOYO EN LA FORMULACIÓN DE SENTENCIAS, CON LA CONDICIÓN DE ATENDER, OBJETIVA Y RACIONALMENTE, A SUS ARGUMENTACIONES JURÍDICAS. En el sistema jurídico mexicano por regla general, no se reconoce formalmente que la doctrina pueda servir de sustento de una sentencia, pues el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece las reglas respectivas, en su último párrafo, sólo ofrece un criterio orientador, al señalar que ‘En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.’; mientras que en su párrafo tercero dispone que ‘En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.’. Sin embargo, es práctica reiterada en la formulación de sentencias, acudir a la doctrina como elemento de análisis y apoyo, así como interpretar que la regla relativa a la materia penal de carácter restrictivo sólo debe circunscribirse a ella, permitiendo que en todas las demás, con variaciones propias de cada una, se atienda a la regla que el texto constitucional menciona con literalidad como propia de los juicios del orden civil. Ahora bien, tomando en cuenta lo anterior y que la función jurisdiccional, por naturaleza, exige un trabajo de lógica jurídica, que busca aplicar correctamente las normas, interpretarlas con sustento y, aun, desentrañar de los textos legales los principios generales del derecho para resolver las cuestiones controvertidas en el caso concreto que se somete a su conocimiento, considerando que todo sistema jurídico responde a la intención del legislador de que sea expresión de justicia, de acuerdo con la visión que de ese valor se tenga en el sitio y época en que se emitan los preceptos que lo vayan integrando, debe concluirse que cuando se acude a la doctrina mediante la referencia al pensamiento de un tratadista e, incluso, a través de la transcripción del texto en el que lo expresa, el juzgador, en lugar de hacerlo de manera dogmática, debe analizar, objetiva y racionalmente, las argumentaciones jurídicas correspondientes, asumiendo personalmente las que le resulten convincentes y expresando, a su vez, las consideraciones que lo justifiquen.

Amparo directo en revisión 1124/2000. 

De tal manera, es diáfano que en la determinación de un crédito fiscal, si bien se establece la obligación concreta, lo cierto es que se permite al particular cubrir el pago del impuesto o contribución de manera voluntaria, de modo que es indiscutible que no se realizan actos coactivos de cobro, en virtud de que éstos se llevaran a cabo únicamente si el particular es omiso en realizar el pago espontáneamente y de manera oportuna, de tal suerte que una es la facultad para determinar en cantidad liquida el crédito fiscal y otra la de hacer efectivo el cobro del mismo cuando este no ha sido pagado en el plazo previsto por la Ley, puesto que las primeras atribuciones concluyeron con la emisión del crédito, y las segundas iniciaran exclusivamente cuando este no sea pagado.
Ahora, en el caso concreto, como se definió anteriormente, en el recibo de pago impugnado –en lo que respecta a los conceptos AGUA”, “DRENAJE”, “SANEAMIENTO” y “REDONDEO APLICADO”- no se está determinando un crédito fiscal; pues en todo caso, sería en virtud de que la usuaria no realizará el pago correspondiente, que posteriormente la autoridad en una actuación diversa, podría determinar correctamente el monto del adeudo y fijarlo en cantidad líquida –y solo en ese momento, se iniciaría con la etapa de liquidación del crédito-; y una vez hecho lo anterior, y a través de la notificación legal que realizara la autoridad de esa nueva resolución al usuario, si esa determinación no fuera cubierta dentro del plazo de ley relativo, el Organismo estaría plenamente facultado para compeler coactivamente a través del procedimiento administrativo de ejecución
, al usuario omiso para el pago del crédito que no hubiese sido cubierto oportunamente por medio de la unidad administrativa correspondiente –siendo hasta estas actuaciones cuando se iniciaría el procedimiento administrativo de ejecución-.
De ahí que este Juzgador califique de inoperante parte del agravio que se atiende, pues parten de un postulado no verídico, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación del acto controvertido.
Son aplicables las jurisprudencias 2a./J. 108/2012 (10a.) y XVII.1o.C.T. J/5 (10a.), sustentadas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, que a la letra señalan:

Época: Décima Época; Registro: 2008226; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 14, Enero de 2015, Tomo II; Materia(s): Común; Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.); Página: 1605 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.

Por otra parte, si bien es cierto que la expedición del recibo de pago no constituye ni la determinación ni el inicio del procedimiento administrativo de ejecución; también lo es que, en la especie, en este acto debatido, también se encuentra sumado el concepto que se denominó “REZAGO
 SERV. PROP.” y “RECARGOS” –además de que se advierte que la autoridad indicó meses en específico de atraso-; configuran elementos que no son propios ni materia de la expedición de un recibo de pago, en razón de que su emisión como ha quedado señalado con anterioridad, es para efectos de cobrar las contraprestaciones por los consumos de agua realizados bajo determinada modalidad, tipo de servicio y durante el periodo previsto en la propia ley; así como por servicios de drenaje y saneamiento, entre otros conceptos susceptibles de cobro en el mes que se determinan.
En este sentido, y toda vez que por ministerio de ley, los adeudos a cargo de los usuarios por la prestación de los servicios públicos, tienen el carácter de créditos fiscales y para efectos de su cobro se debe estar a lo establecido en el Código Fiscal del Estado aplicando al momento de su exigibilidad el procedimiento administrativa de ejecución; esta sala Unitaria concluye que la expedición de un recibo de pago no debe contener entre sus conceptos de pago cantidades distintas a los servicios prestados; para cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación requerida como acto de autoridad.
B.- Por otra parte, resulta ser inoperante el concepto de impugnación señalado como segundo, mismo que se hace consistir en la falta de fundamentación y motivación de la orden de corte o suspensión de suministro de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento decretada por la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P., DAPA, ello en virtud de que tal y como quedo manifestado en el considerando CUARTO de la presente resolución se decretó el sobreseimiento de dichos actos, al considerar que no se acreditaba su existencia en autos, ni en el estado de cuenta impugnado, por lo cual se considera que parten de premisas falsas.

De igual manera, resulta inoperante la manifestación vertida por la parte actora, donde la impetrante arguye que la determinación –acto impugnado- no le fue notificada oportunamente, pues dicho crédito fue emitido el día tres de mayo de dos mil diecinueve, y se establece como fecha de vencimiento el día catorce de mayo del dos mil diecinueve, y fue entregado con fecha ocho de julio de dicho año, y en el que se decreta el corte o suspensión del suministro de Agua Potable, Drenaje y Saneamiento, cuando apenas se estaba notificando un presunto adeudo por tal servicio, pues nunca antes se había notificado un presunto adeudo.

Lo anterior, en virtud de que se reitera, no se acreditó la existencia de dicho corte o suspensión que alude la impetrante; aunado a que el acto impugnado -por el que sí se admitió esta demanda- consiste en un estado de cuenta expedido para el pago de la contraprestación de un servicio público de agua por parte del Organismo demandado, y no en la determinación de un crédito.

En efecto, por ministerio de ley, lo único que pudiera tener la naturaleza de crédito fiscal serían los conceptos de adeudos; sin embargo, como ya se definió en párrafos anteriores, ese concepto no puede ser materia del recibo debatido.

Por consiguiente, toda vez que parten de premisas falsas los argumentos anteriormente desarrollados, trae como consecuencia que devengan en inoperantes; y debido a ello a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de suposiciones que no resultaron verdaderas, su conclusión resulta ineficaz para, en el caso, desvirtuar la presunción de legalidad y validez con que cuentan los actos de autoridad.

Son aplicables las jurisprudencias 2a./J. 108/2012 (10a.) y XVII.1o.C.T. J/5 (10a.), sustentadas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, que a la letra señalan:

Época: Décima Época; Registro: 2008226; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 14, Enero de 2015, Tomo II; Materia(s): Común; Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.); Página: 1605 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.

Por otra parte, y con independencia de lo anterior, esta Sala advierte que la notificación que refiere la impetrante no le causa perjuicio, ya que como se dijo, la autoridad no ejecuto ninguna acción de corte, limitación, suspensión o restricción del servicio de agua potable y además acudió oportunamente a demandar la nulidad del acto
C.- Ahora bien, en cuanto a la primera parte de las manifestaciones vertidas por la parte actora en el primer concepto de impugnación donde argumentó medularmente que el acto impugnado es violatorio al artículo 16, de nuestra Carta Magna, disposición legal que consagra la garantía de legalidad que consiste en que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito por autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento.
Que tal acto no satisface los requisitos de legalidad que para su validez exige el artículo 16 Constitucional; pues no cuenta con la suficiente motivación y fundamentación de su determinación, pues se cita en tal recibo, que se emite con consumo promedio de acuerdo a la ley de Agua del Estado en los artículos 225 y 228; sin expresar los razonamientos que la llevaron a la determinación de adeudo por promedio alguno, ni la conclusión de que el asunto en concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.
Que un acto de autoridad que afecte a un particular, constituye un acto de molestia, y que para llevarse a cabo debe satisfacer ciertos requisitos, tales como, la orden respectiva debe ser por escrito, se emitida por autoridad competente, fundada y motivada; y el cual aplicado en la materia que nos ocupa, el recibo impugnado debe contener el nombre del afectado, domicilio, el origen de la determinación del crédito, las causas generadoras del acto de molestia, el razonamiento de adecuación a las normas adecuadas, por qué se cuenta con facultades para emitir el acto de autoridad, especificar el origen del adeudo y la forma de su determinación, la forma de aplicación y un explicación detallada de la determinación, precisando la causa de la misma y su fundamento legal.
Respecto del anterior agravio, el suscrito Magistrado lo califica de parcialmente fundado, pero suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, en atención a las siguientes consideraciones.

En primer término, y tal y como se ha manifestado con anterioridad, el acto impugnado se hace consistir en un recibo de pago de la contraprestación de un servicio público, específicamente el de abastecimiento de agua potable por parte del Organismo demandado.
En ese sentido, se tiene que en dicho acto impugnado, el Organismo demandado determina diversas contraprestaciones por los servicios de agua potable, drenaje y saneamiento; mismas que por regla general corresponden a conceptos de pago derivados de un servicio prestado que son susceptibles de cobro de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 183 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de los Servicios Públicos de la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Ciudad Valles, S.L.P.
Ahora bien, ha sido criterio reiterado de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa que una actuación de ésta naturaleza –expedición de un recibo de pago- realizada por parte de un organismo operador de agua en el marco de las atribuciones y obligaciones contenidas en la Ley de Aguas del Estado, constituye un acto recurrible en la vía contenciosa administrativa, acorde a lo dispuesto en el artículo 188, fracción III de dicho ordenamiento legal –ordinal que ya ha sido y transcrito en este fallo-. 
En consecuencia, a consideración de esta Segunda Sala Unitaria, la expedición de un recibo de pago al constituir un acto de autoridad recurrible, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 constitucional, debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa.
En este sentido, tratándose de la expedición de un recibo de pago, en el marco del análisis que se ha efectuado, el suscrito Magistrado considera que el mismo debe de contener como una exigencia de fundamentación y motivación aquellos datos expresos que como mínimo, al amparo de lo establecido por la propia Ley de Aguas del Estado y en atención a la naturaleza del servicio prestado por el organismo deban contenerse en el recibo de pago que se expida, con lo cual se permita al usuario del servicio identificar no sólo los diversos conceptos que integran el monto total a pagar, incluyendo sus respectivas cantidades parciales; sino además y principalmente aquellas operaciones elementales que muestren su determinación a la luz de las tarifas y cuotas que se encuentren vigentes a la fecha de su expedición; así como su periodo de consumo y fecha límite de pago; y no menos relevante, identificar con precisión la modalidad del servicio prestado por el organismo -dependiendo de si cuenta o no con medidor, o existe algún impedimento para su lectura-, y su tipo de servicio –uso en función del tipo de inmueble o predio de que se trate- además de aquellos otros vinculados a su calidad de usuario; tales como nombre, domicilio del inmueble y número de contrato asignado, entre otros datos que pudieran considerarse relevantes en aras de dotar de certeza jurídica al usuario del servicio en la manera en que debe dar cumplimiento al pago de su obligación –monto de la contraprestación- conforme a lo establecido en el multicitado artículo 183 de la Ley de Aguas del Estado.
Lo anterior, sin desconocer el derecho que tienen los usuarios del servicio de reclamar, de ser el caso, errores en los recibos, tal y como se establece en el artículo 188, fracción VIII, de la Ley en cita –disposición legal que ya ha sido transcrita y analizada en este fallo-.
Ahora bien, en este contexto de análisis, respecto de aquellas manifestaciones de la parte actora en el sentido de que el acto impugnado carece de elementos de debida fundamentación y motivación al referir que debe contener el nombre del afectado, domicilio, el origen de la determinación del crédito, las causas generadoras del acto de molestia, el razonamiento de adecuación a las normas adecuadas, por qué se cuenta con facultades para emitir el acto de autoridad, especificar el origen del adeudo y la forma de su determinación, la forma de aplicación y un explicación detallada de la determinación, precisando la causa de la misma y su fundamento legal; a consideración del suscrito Magistrado, estas manifestaciones son fundadas. 
Lo anterior es así, toda vez que del análisis efectuado al acto que se impugna se advierte que el mismo no contiene motivación ni fundamentación alguna relativa a la determinación de cobro de los diversos conceptos incluidos en el recibo o estado de cuenta de que se trata –debiéndose dejar de lado lo referente a los adeudos, lo que ya ha sido materia de pronunciamiento por este Juzgador en el punto A., anterior-; ya que como lo menciona la parte actora, no se desprende disposición legal alguna que determine la facultad de la autoridad demandada para emitir el acto impugnado, la forma en que determinó las cantidades a pagar y la modalidad del servicio –promedio de consumo-, incluyendo las cuotas y tarifas aplicadas para su correspondiente cuantificación.

Por lo que, es incuestionable que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar la procedencia de cobro del estado de cuenta ********** y demás conceptos de pago que se establecen a cargo de la hoy actora como usuaria del servicio de agua potable, debiéndose incluir a consideración del suscrito Magistrado para cumplir con esa exigencia, aquellos datos referidos al usuario, tales como nombre, domicilio, número de contrato con los que por cierto, ya cuenta el recibo que se controvierte; aquellos otros datos expresos que como mínimo y, en atención a la naturaleza del servicio prestado por el organismo municipal deban contenerse en el recibo de pago que se expida, a fin de que el usuario del servicio esté en condiciones de identificar, además de los conceptos que integran el monto total a pagar, incluyendo sus respectivas cantidades parciales; aquellas operaciones elementales que muestren su determinación a la luz de las tarifas y cuotas que se encuentren vigentes a la fecha de su expedición; así como su periodo de consumo, modalidad del servicio prestado –en este caso, el motivo por la aplicación del consumo promedio- y fecha límite de pago.

Ello, sin dejar de considerar la importancia que reviste que el organismo operador de agua señale con precisión aquellos fundamentos legales que le otorgan competencia para expedir y el recibo de pago por concepto de contraprestación del servicio prestado.
Como consecuencia de lo expuesto, es que en consideración de esta Sala Unitaria resulta parcialmente fundado el argumento expuesto por la parte actora.
En esa tesitura, ante la ausencia de fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Sala Unitaria concluye, que el recibo de pago / estado de cuenta **********, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
; de ahí que con fundamento en el diverso 251, del propio ordenamiento legal, el suscrito Magistrado decreta su nulidad para el efecto de que la autoridad demandada, expida un nuevo acto en el que funde y motive su expedición a las luz de los razonamientos y consideraciones vertidas en la presente sentencia, absteniéndose de incluir como cantidades a pagar adeudo generados y sus accesorios correspondientes –como en el acto debatido ya declarado nulo lo fueron los conceptos denominados “RECARGOS” y “REZAGO SERV PROP.”-, pues estos no pueden ser materia del recibo de pago debatido y de la resolución que se emita en cumplimiento de fallo. 
El efecto anteriormente precisado tiene como origen los motivos por los que se declaró la nulidad de la resolución impugnada, ya que la ilegalidad detectada fue en virtud de las manifestaciones esgrimidas por la impetrante en el sentido de que el acto administrativo debatido se emitió sin sustento legal alguno, ya que no se encuentra fundado ni motivado, aunado a que existe omisión de los requisitos exigidos por la ley; bajo ese entendido, se advierte que la impugnación y posterior declaración de nulidad obedecen a un vicio o incumplimiento de requisitos formales, que bien pueden corregirse sin que se afecten los intereses del particular.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“MOTIVACIÓN INSUFICIENTE EN MATERIA FISCAL. DETERMINA NULIDAD PARA EFECTOS Y NO LISA Y LLANA. Si la nulidad se declaró por un vicio formal, como lo es la motivación insuficiente, es inconcuso que en términos de lo dispuesto por el artículo 239, fracción III, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en relación con el numeral 238, fracción II del citado ordenamiento legal, la nulidad debe decretarse para efectos y no de manera lisa y llana. Lo anterior es así, porque cuando la violación aducida implica el estudio de fondo, la nulidad debe ser lisa y llana, en cambio, cuando se trata de vicios formales, la nulidad debe ser para efectos; y, en la especie, si la Sala Fiscal aduce que el crédito impugnado carecía del requisito de motivación, por insuficiente, es evidente que se trata de un vicio de carácter formal, porque sí se está en el caso de declarar la nulidad de la resolución impugnada, porque se consideró que la autoridad demandada en la resolución impugnada no estableció las causas particulares, razones inmediatas y circunstancias especiales que llevaron a la mencionada Sala a determinar que el interés fiscal no alcanzó a ser garantizado con los bienes de la empresa, y por ello que resultaba insuficiente la motivación de la demandada, es por lo que, repítese (Sic), la nulidad no debe ser lisa y llana por no estarse en la hipótesis del numeral 238, fracción IV del código tributario federal, sino que se está en el supuesto de la fracción II del mismo artículo, porque se trata de la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la resolución impugnada..- Revisión fiscal 133/99. Columba Enriqueta Alcaraz Beatriz. 25 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Gustavo de León Márquez..- Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, febrero de 1999, página 455, tesis VIII.2o. J/24, de rubro: ‘SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS.”

De igual manera refuerza lo anterior, por analogía, el siguiente criterio cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracción I y III, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos 217, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento del presente Juicio Contencioso Administrativo por lo que se refiere a los actos identificados con los incisos B) y C) en el escrito de demanda de acuerdo con las consideraciones y fundamentos determinados en el Considerando Cuarto de la presente Sentencia.
TERCERO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez del estado de cuenta con número de folio ********** decretándose la NULIDAD PARCIAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas. 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- (Rubricas).
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� “CAPITULO II





DE LOS DERECHOS EN PARTICULAR





ARTICULO 56. Los servicios por los cuales los municipios podrán establecer tarifas para el cobro de derechos, son: agua potable; aseo público; panteones; rastro; planeación; tránsito y seguridad; registro civil; salubridad; estacionamientos; reparación, conservación y mantenimiento de pavimentos; publicidad y anuncios; monitoreo vehicular; nomenclatura urbana; licencias para ventas de bebidas alcohólicas de baja graduación; expedición de copias, certificaciones y constancias diversas; servicios catastrales; supervisión de alumbrado público; y ocupación de la vía pública. Asimismo, cualquier otro servicio que lleve a cabo el municipio y por el cual no esté expresamente prohibido su cobro.





ARTICULO 57. El servicio de agua potable consiste en la extracción, tratamiento, conducción, suministro, uso o explotación de agua potable, conexión a la red, así como los servicios de drenaje, alcantarillado y saneamiento que proporcionen los municipios o los organismos.





Las tarifas correspondientes a estos derechos serán determinadas por la Legislatura Estatal, a propuesta de los ayuntamientos en sus leyes de ingresos en aquellos casos en que el servicio sea prestado por los municipios, o por las juntas de gobierno para el caso de organismos.





Los ayuntamientos y los organismos operadores de agua establecerán anualmente estímulos fiscales en beneficio de las personas con discapacidad y personas adultas mayores, de los que disfrutarán, según corresponda, y hasta por el cincuenta por ciento de los derechos causados.





Para el acceso a los estímulos fiscales señalados en el párrafo anterior, los contribuyentes deberán acreditar su condición de acuerdo al mecanismo que establezca el ayuntamiento u organismo respectivo.”


� Publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí “Plan de San Luis”, en la Edición Extraordinaria correspondiente al veintisiete de diciembre de dos mil dieciocho.


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”


� Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XII, Agosto de 2000; Pág. 38. P./J. 68/2000. Registro No. 191 384





CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.





� Código Fiscal de la Federación.





“Artículo 6o.- Las contribuciones se causan conforme se realizan las situaciones jurídicas o de hecho, previstas en las leyes fiscales vigentes durante el lapso en que ocurran.





Dichas contribuciones se determinarán conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su causación, pero les serán aplicables las normas sobre procedimiento que se expidan con posterioridad.”





Corresponde a los contribuyentes la determinación de las contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa en contrario. Si las autoridades fiscales deben hacer la determinación, los contribuyentes les proporcionarán la información necesaria dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su causación.





Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.





“ARTICULO 8º.- Las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal.





La determinación de las contribuciones se hará conforme a las disposiciones legales vigentes en el momento en que se causen. Podrán aplicarse normas de procedimiento que hayan entrado en vigor posteriormente, siempre y cuando no afecten la determinación de la obligación.





Salvo disposición en contrario, corresponde a los contribuyentes la determinación y cuantificación de las contribuciones, en cuyo caso deberán proporcionar oportunamente a la autoridad todos los elementos necesarios para la determinación. La autoridad fiscal se reserva la facultad de comprobar el correcto cumplimiento de la obligación fiscal, en cuyo caso, podrá determinar el monto de ésta y el de sus accesorios.”





� DE LA GARZA. Sergio Fráncico. “Derecho Financiero Mexicano”. Editorial Porrúa. Decimoctava Edición. México 2000. 


� CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.





“Artículo 145. Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, mediante procedimiento administrativo de ejecución.


…”





CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO





“ARTICULO 79.- Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución.”





� DE LA GARZA. Sergio Fráncico, op. cit., nota 2, p.576.


� Época: Décima Época; Registro: 2011831; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación 


Publicación: viernes 10 de junio de 2016 10:02 h; Materia(s): (Administrativa); Tesis: 1a. CLXV/2016 (10a.) 





CRÉDITO FISCAL. MOMENTO A PARTIR DEL CUAL ES EXIGIBLE MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN (CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2006). De los artículos 65 y 145, párrafo primero, del Código Fiscal de la Federación vigente en 2006, deriva que si un crédito no se cubre o garantiza dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de la resolución que lo contiene, es exigible por la autoridad hacendaria mediante el procedimiento administrativo de ejecución en el día cuarenta y seis. Lo anterior es así, ya que en materia fiscal la exigibilidad de un crédito no depende de la firmeza de la resolución que lo contiene, pues la autoridad hacendaria está facultada para instar su cobro; para ello basta una resolución que determine un crédito fiscal debidamente notificada al particular, y que éste sea exigible de acuerdo con los requisitos legales, independientemente de que en caso de ser fundada una futura impugnación, el importe se devuelva al particular mediante el procedimiento correspondiente.





PRIMERA SALA Amparo directo en revisión 5473/2014. 


� Definición del Diccionario de la Real Academia Española:





“rezago





De rezagar.





1. m. Atraso o residuo que queda de algo.





2. m. Sal. Ganado que se queda a la zaga en el rebaño.
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3. m. Ar. y Chile. Reses débiles que se apartan del rebaño para procurar mejorarlas”





“rezagar 


De rezaga.





1. tr. Dejar atrás algo.





2. tr. Atrasar, suspender por algún tiempo la ejecución de algo.





3. tr. Separar las reses endebles que no pueden seguir al rebaño.





4. prnl. Quedarse atrás.”


� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:


…


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


…”


� Época: Novena Época, Registro: 194116, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, Abril de 1999, Materia(s): Administrativa, Tesis: III.2o.A.54 A, Página: 571.


� Novena Época, Registro: 170307, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXVII, Febrero de 2008, Materia(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/47, Página: 1964 que refiere:





